














































































































 

 

 

 

Centro Administrativo Municipal CAM Torre Alcaldía Piso 12 Teléfono: 8851141 
www.cali.gov.co 

 

 

 
Doctor 
OSCAR EDUARDO GARCÍA GALLEGO  
JUEZ CATORCE (14) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  
Adm14cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.  S.  D. 
 
 
REFERENCIA:           76001-33-33-014-2017-00089-00   
DEMANDANTE:        JESÚS ANTONIO LÓPEZ LOSADA.  
DEMANDADO:        DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI.  
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA. 
ASUNTO:                       APELACIÓN AUTO INTERLOCUTORIO  
    
 
MANUEL FRANCISCO GUEVARA PENAGOS, mayor de edad, vecino de Santiago de 
Cali, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 14.443.601 de Cali (Valle), abogado 
titulado con Tarjeta Profesional No. 22.479 del Honorable Consejo Superior de la 
Judicatura, obrando en calidad de apoderado del Municipio de Santiago de Cali, y 
estando dentro del término legal, con todo respeto me dirijo a Usted con el fin de 
presentar Recurso de APELACIÓN, conforme al artículo 243 del CPACA modificado por 
la Ley 2080 del 2021, artículo 62, numeral 3, contra el Auto Interlocutorio No. 421 de 
fecha nueve (09) de noviembre de dos mil veintiuno (2011), en el proceso anotado en la 
referencia, de la siguiente forma:  
 
El Auto Interlocutorio citado, en su parte resolutiva resuelve” Improbar la propuesta 
conciliatoria” presentada por el Distrito Especial de Santiago de Cali mediante el Acta 
No. 4121.010.0.1.5-730 del 16 de diciembre de 2020, sobre esta fórmula presentada el 
apoderado de la parte demandante coadyuva en todo la citada oferta. 
 
En las consideraciones del Despacho hace alusión a lo manifestado por el Consejo de 
Estado, que para aprobar el acuerdo el Juez debe revisar todos los aspectos que son 
comunes a la conciliación, sea ésta prejudicial o judicial, en tal forma debe verificar 
concretamente el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 

1. Caducidad, artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 81 de la 
Ley 446 de 1998. 

 
2. Derechos económicos, artículo 59 de la Ley 23 de 1991 y artículo 70 de la Ley 

446 de 1998. 
 

3. Representación, capacidad y legitimación 
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4. Pruebas, legalidad y no lesividad. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las 

pruebas necesarias, no sea violatorio de la Ley o no resulte lesivo para el 
patrimonio público (artículo 65 A de la Ley 23 de 1991 y el artículo 73 de la Ley 
446 de 1998. 

 
En cuanto al cuarto requisito encuentra el despacho varias inconsistencias que hacen 
inviable la aprobación del citado acuerdo conciliatorio pues se evidencia una merma en 
el patrimonio público que resulta lesivo para la entidad demandada, de tal manera, que 
no hay lugar a impartir aprobación al acuerdo conciliatorio.  
 
MOTIVOS DE INCONFORMIDAD 
 
Los reparos al Auto Interlocutorio citado giran en torno a las inconsistencias  que hacen 
inviables la aprobación del acuerdo conciliatorio, al respecto es preciso manifestar lo 
siguiente: 
 
La jurisprudencia del el H. Consejo de Estado, ha establecido que por regla general, el 
enriquecimiento sin causa y en consecuencia la actio de in rem verso, no se puede 
invocar para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados sin la 
previa celebración de un contrato estatal que los justifique. No obstante, por razones de 
interés público o general, de manera excepcional, es procedente promover la actio de in 
rem verso sin que medie contrato alguno, en tres casos, a saber: i) que el demandante 
fue constreñido para realizar unas presuntas actividades u obligaciones contractuales; 
ii) urgencia y necesidad de adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar 
obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e 
irreversible al derecho a la salud y iii) contratos celebrados en el marco de la 
declaratoria urgencia manifiesta 1, siendo esta última excepción la que se configura en 
el sub examine.  
 
La Subdirección de Finanzas Públicas del Departamento Administrativo de Hacienda 
Distrital establece mediante radicado No. 202041310200015884 que la liquidación 
efectuada por el Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública se ajusta  a 
los parámetros financieros en materia contractual en concordancia con el numeral 8 del 
artículo 4 de la Ley 80 de 1993. 
 
En dicha liquidación se establece lo siguiente:  
 
Perjuicios materiales:  
 
a.- Daño emergente  $36.000.000 
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b.- Exigibilidad  01/06/2011  
 
El resumen de la liquidación financiera es: 
 
Año 2011, valor del saldo  a actualizar: $36.000.000 
 
Valor del saldo actualizado a diciembre 31 de 2019: $50.119.600 
 
Valor del saldo actualizado a septiembre 30 de 2020: $50.680.940 
 
Valor del saldo actualizado a diciembre de 2020: $50.810.072,33 
 
De tal manera, que el reconocimiento económico de $50.810.072,33 corresponde a la 
liquidación actualizada por las labores de remoción y retiro de escombros efectuada por 
el demandante; fórmula conciliatoria que fue aceptada en todo por el apoderado de la 
parte demandante. 
 
En cuanto a la aplicación del doble de interés legal desde el 01 de junio hasta el 30 de 
septiembre de 2020 sobre los saldos actualizados se proyectaron como una referencia 
 
La Jurisprudencia del Consejo de Estado a partir de la expedición de la Ley 80 de 1993, 
ha sido uniforme al señalar que las partes de un contrato estatal están el libertad de 
pactar contractualmente la tasa de interés moratorio, siempre que se ajuste a las 
previsiones legales, es decir, sin incurrir en el interés de usura y, que solamente ante la 
ausencia de convención, la tasa aplicable será la prevista en el numeral 8º del artículo 
4º  de la Ley 80 de 1993, reglamentado por el artículo 1º del Decreto Reglamentario 679 
de 1994 que manifiesta: “De la determinación de los intereses moratorios. Para 
determinar el valor histórico actualizado a que se refiere el artículo 4º numeral 8º de la 
Ley 80 de 1993, se aplicará la suma debida por cada año de mora el incremento del 
índice de precios al consumidor entre el 1º de enero y el 31 de diciembre del año 
anterior. En el evento de que no haya transcurrido un año completo o se trata de 
fracciones de año, la actualización se hará en proporción a los días transcurridos”.  
 
Así las cosas, en tratándose el presente asunto de una controversia originada en el 
incumplimiento de un contrato estatal en donde no se pactaron intereses moratorios y 
habida cuenta que el mismo se encuentra regulado en la mentada Ley 80 de 1993, se 
infiere entonces que la suma adeudada se debe actualizar históricamente y aplicarse el 
IPC acumulado, año a año, como efectivamente se realizó y se presentó, y no de 
manera habitual como lo señala su digno despacho. 
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Para concluir la liquidación efectuada por el ente territorial mediante su órgano 
competente, se encuentra ajustada al derecho como se puede evidenciar en las 
pruebas que reposan en el proceso, no habiendo una merma en el patrimonio público 
que resultara lesivo para la entidad demandada.    
 
Con fundamento en lo expuesto, solicito de manera respetuosa se sirva aceptar este 
recurso de apelación interpuesto contra el Auto Interlocutorio No. 421 de fecha nueve 
(9) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), a fin de que el Honorable Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca lo revoque y se autorice el acuerdo conciliatorio 
realizado por partes.  
 
 
Del Señor Juez,  
 

 
MANUEL FRANCISCO GUEVARA PENAGOS 
C.C. No. 14.443.601 de Cali (Valle) 
T.P. No. 22.479 del C.S.J. 
mafranguepe@hotmail.com 
3147962727 
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HENIO MARQUEZ SANCHEZ 
Abogado Especialista en Derecho Administrativo 
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Santiago de Cali 
 

 

Santiago de Cali, 16 de noviembre de 2021 

 

 
Doctor 
OSCAR EDUARDO GARCIA GALLEGO 
Juez 14 Administrativo Oral del Circuito de Cali 
E.        S.         D. 
 
MEDIO DE CONTROL:    REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE:      JESUS ANTONIO LOPEZ LOSADA 
DEMANDADO:              DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 

RADICACION:              76001-33-33-014-2017-00089-00 
BUZÓN  ELECTRÓNICO: notificacionesjudiciales@cali.gov.co; 

notificacionesjudiciales@previsora.gov.co; 
notificaciones@gha.com.co; 
procjudadm57@procuraduria.gov.co; 
mecaicedo@procuraduria.gov.co 

 

HENIO MÁRQUEZ SÁNCHEZ, a fuer de procurador judicial de los convocantes, 

dentro del plazo útil, comedidamente llego ante su Despacho, con el fin de presentar 

recurso de reposición contra su Auto No. 421 de fecha nueve (09) de noviembre de 

dos mil veintiuno (2021), y notificado por correo electrónico el pasado diez (10) de 

noviembre de 2021, solicitando se modifique el auto recurrido, en el sentido de que 

se apruebe por estar conforme al derecho, el acuerdo conciliatorio dentro del 

proceso señalado en la referencia. 

 

Resuelve su Despacho, en el Auto de que se trata, en relación al acuerdo 

conciliatorio, que:  

 

“…Sobre la formula conciliatoria presentada por la parte demandada, el 
apoderado de la parte demandante allega correo electrónico de fecha 15 de 
febrero de esta anualidad, en la indica que se “coadyuva en un todo” a la citada 
oferta (doc. 07 exp. digital).  
 

CONSIDERACIONES 
 
El Consejo de Estado ha manifestado, que para aprobar el acuerdo, el Juez 
debe revisar todos los aspectos que son comunes a la conciliación, sea ésta 
prejudicial o judicial. En este orden de ideas, llevada a cabo una conciliación 
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ante el Juez del proceso, debe éste verificar concretamente el cumplimiento de 
los siguientes requisitos:  
 

1. Caducidad. - Que no haya operado el fenómeno procesal de la 
caducidad (artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 
81 de la Ley 446 de 1998).  

 
2. Derechos económicos. - Que el acuerdo conciliatorio verse sobre 

acciones o derechos económicos disponibles por las partes (artículo 
59 de la Ley 23 de 1991 y artículo 70 de la Ley 446 de 1998). 

 
3. Representación, capacidad y legitimación. Que las partes estén 

debidamente representadas y que estos representantes tengan 
capacidad para conciliar.  

 
4. Pruebas, legalidad y no lesividad. Que el acuerdo conciliatorio 

cuente con las pruebas necesarias, no sea violatorio de la Ley o no 
resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y artículo 73 de la Ley 446 de 1998).  

 
Igualmente ha manifestado dicha Corporación que la conciliación en materia 
contenciosa administrativa y su posterior aprobación, deben estar respaldadas 
con elementos probatorios idóneos y suficientes respecto del derecho objeto de 
controversia, por estar en juego el patrimonio estatal y el interés público, de 
manera que con el acervo probatorio allegado, no tenga duda alguna el 
funcionario, acerca de la existencia de la posible condena en contra de la 
administración y que por lo tanto la aprobación del acuerdo conciliatorio 
resultará provechoso para los intereses de las partes en conflicto.  
 
En cuanto a la caducidad, encuentra el Despacho que sobre la misma ya fue 
resuelto in extenso por parte del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en 
auto del 5 de julio de 2018.  
 
De los requisitos establecidos en los numerales 2 (derechos económicos) y 3 
(prueba de representación) se encuentran acreditados teniendo de presente 
que el medio de control busca dar solución a una cuestión de carácter particular 
y contenido patrimonial; y en cuanto a la prueba de representación y legitimidad, 
tanto el apoderado de la parte demandante, abogado Henio Márquez Sánchez  
como el apoderado del Distrito Especial de Santiago de Cali, abogado Manuel 
Francisco Guevara Penagos, están debidamente acreditadas y cuentan con la 
facultad para conciliar.” 

 
Y el Despacho, al continuar con su análisis, señala:  
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“De la liquidación aportada por la entidad demandada (doc. 10 del expediente 
digital) con ocasión del requerimiento efectuado por este Despacho mediante 
auto del 22 de junio de la presente anualidad (doc. 09 del expediente digital) 
tenemos varias inconsistencias que hacen inviable la aprobación del citado 
acuerdo conciliatorio.  
 
Realiza la parte demandada dentro de la citada liquidación la actualización del 
valor de $36.000.000 aplicando año a año el IPC desde el 2011 al 2020, cuando 
lo correcto es aplicar el IPC inicial del año en que debió efectuarse el pago 
(mayo de 2011) y el IPC final del año en que se realizó la liquidación por parte 
de la demandada que fue en el mes de septiembre de 2020, para lo cual se 
toma el IPC del mes anterior- agosto de 2020- de la siguiente manera: 
  
R= RH *IPC FINAL  
             IPC INICIAL  
 
R= 36.000.000 * 104.96  
                            75.07  
 
R= $50.333.821,76  
 
Por tanto, al comparar la liquidación realizada por esta Instancia que arroja una 
suma de $50.333.821,76 con la liquidación efectuada por la demandada que 
arroja un valor de $50.810.072,33 y posteriormente en la actualización de 
50.680.940, se evidencia una merma en el patrimonio público que resulta lesivo 
para la entidad demandada.  
 
Aunado a ello, para esta Sede Judicial el reconocimiento de intereses desde la 
configuración de la obligación no comporta la actualización de la obligación 
mediante la indexación, cuyo reconocimiento equivaldría un doble pago, según 
la proyección que se hace de la obligación en el archivo 10 del expediente 
digital, dichos conceptos no son compatibles, a la luz de lo señalado por el 
Consejo de Estado. 
 

Y finalmente concluye el Despacho: 
 

Teniendo en cuenta que la conciliación presentada por el DISTRITO ESPECIAL 
DE SANTIAGO DE CALI, la cual es coadyuvada por la parte demandante, no 
cumple con todos los requisitos exigidos por la Ley y la Jurisprudencia del 
Consejo de Estado, en lo concerniente a que dicha propuesta resulta lesivo para 
el patrimonio público, el Despacho procederá a improbar la conciliación 
celebrada en el presente medio de control.  
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo Oral del Circuito 
de Cali, RESUELVE:  
 

PRIMERO: Improbar la propuesta conciliatoria presentada por el 
DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI, por las razones 
señaladas en la parte motiva de esta providencia.” 

 

El fin último de un acuerdo conciliatorio es abordar la solución del conflicto, con la 

intervención de un tercero neutral e imparcial que facilita la comunicación entre las 

partes. Repercutiendo esto, de manera directa, en la efectividad de la prestación del 

servicio público de administración de justicia, al contribuir a la descongestión de los 

despachos judiciales. 

 

Es claro que la institución de la conciliación en los términos en que ha sido regulada 

por la Ley 640 de 2001, busca finalidades legítimas e importantes desde el punto 

de vista constitucional. Así parte de su articulado haya perdido fuerza vinculante, su 

implantación en el sistema jurídico colombiano persigue la realización de objetivos 

claramente consagrados en la Constitución, por lo que la institución supera 

cualquier etapa de razonabilidad. Su interpretación estando conforme a la 

constitución, evita de esa manera, itero, una mayor congestión y represión de 

procesos que ya padece con creces los despachos de la justicia contenciosa 

administrativa. 

 

Frente a los reparos, que mediante su auto interlocutorio reprocha el Despacho, se 

refieren en últimas a las inconsistencias que hacen inviable la aprobación del 

acuerdo conciliatorio; por lo que es necesario realizar las siguientes precisiones: 

 

El Consejo de Estado a través de su profusa jurisprudencia, estable que el 

enriquecimiento sin causa y en consecuencia la actio de in rem verso, no se puede 

invocar para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados 

sin la previa celebración de un contrato estatal que los justifique. No obstante, por 

razones de interés público o general, de manera excepcional, es procedente 

promover la actio de in rem verso sin que medie contrato alguno, en tres casos, a 

saber: i) que el demandante fue constreñido para realizar unas presuntas 

actividades u obligaciones contractuales; ii) urgencia y necesidad de adquirir bienes, 

solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para 

evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud y iii) 
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contratos celebrados en el marco de la declaratoria urgencia manifiesta. En el caso 

que nos distrae, esta última, la urgencia manifiesta, procede como una excepción 

para poder promover la citada actio de in rem verso.  

 

Al promoverse el acuerdo conciliatorio, entre la parte demandante y el Distrito 

Especial de Santiago de Cali, la correspondiente Subdirección de Finanzas Públicas 

del Departamento Administrativo de Hacienda Distrital expreso a través del radicado 

No. 202041310200015884 sobre la liquidación efectuada por el Departamento 

Administrativo de Gestión Jurídica Pública, afirmando que la misma, se ajustaba a 

los parámetros financieros en materia contractual en concordancia con el numeral 

8 del artículo 4 de la Ley 80 de 1993. 

 

Estableciéndose lo siguiente:  

 

Por perjuicios materiales:  

 

a.- Daño emergente  $36.000.000 

 

b.- Exigibilidad  01/06/2011  

 

El resumen de la liquidación financiera es: 

 

Año 2011, valor del saldo  a actualizar: $36.000.000 

 

Valor del saldo actualizado a diciembre 31 de 2019: $50.119.600 

 

Valor del saldo actualizado a septiembre 30 de 2020: $50.680.940 

 

Valor del saldo actualizado a diciembre de 2020: $50.810.072,33 

 

De tal manera, que el reconocimiento económico de $50.810.072,33 

correspondiente a la liquidación actualizada por las labores de remoción y retiro de 

escombros efectuada por la parte demandante; fórmula conciliatoria que fue 

aceptada en un todo por el suscrito apoderado de la parte demandante. 

 

La Jurisprudencia del Consejo de Estado a partir de la expedición de la Ley 80 de 

1993, ha sido concordante en señalar que las partes de un contrato estatal están el 

libertad de pactar contractualmente la tasa de interés moratorio, siempre que se 
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ajuste a las previsiones legales, es decir, sin incurrir en el interés de usura y, que 

solamente ante la ausencia de convención, la tasa aplicable será la prevista en el 

numeral 8º del artículo 4º  de la Ley 80 de 1993, reglamentado por el artículo 1º del 

Decreto Reglamentario 679 de 1994 que manifiesta: “De la determinación de los 

intereses moratorios. Para determinar el valor histórico actualizado a que se refiere 

el artículo 4º numeral 8º de la Ley 80 de 1993, se aplicará la suma debida por cada 

año de mora el incremento del índice de precios al consumidor entre el 1º de enero 

y el 31 de diciembre del año anterior. En el evento de que no haya transcurrido un 

año completo o se trata de fracciones de año, la actualización se hará en proporción 

a los días transcurridos”.   

 

Así las cosas, en tratándose el presente asunto de una controversia originada en el 

incumplimiento de un contrato estatal en donde no se pactaron intereses moratorios 

y habida cuenta que el mismo se encuentra regulado en la citada Ley 80 de 1993, 

se infiere entonces que la suma adeudada se  debe actualizar históricamente y 

aplicarse el IPC acumulado, año a año, como efectivamente lo realizó el Distrito 

Especial de Santiago de Cali,  lo cual es contrario a “aplicar el IPC inicial del año en 

que debió efectuarse el pago (mayo de 2011) y el IPC final del año en que se realizó 

la liquidación por parte de la demandada que fue en el mes de septiembre de 2020, 

para lo cual se toma el IPC del mes anterior- agosto de 2020-“, como lo declaro su 

señoría, en su proveído.     

 

Por tanto, fundado en las cogitaciones pergeñadas en precedencia, comedidamente 

depreco del señor Juez, modifique su Auto Interlocutorio No. 421 de fecha nueve 

(9) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), y notificado por correo electrónico el 

pasado diez (10) de noviembre de 2021, y en su defecto se autorice el acuerdo 

conciliatorio realizado por las partes. 

 

Del Señor Juez, atentamente, 
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